Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 39 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota de la Presidencia de la Cámara de Senadores, L N* 281/2012, de fecha 5 de junio de 
2012, adjuntando oficio N* 175/2012, de fecha 22 de mayo de 2012, de la Junta Departamental de 
Maldonado, por la que remite copia de la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la 
señora Edila Cristina Pérez, relacionada con el tema de la seguridad en nuestro país. 


Carpeta N* 881/2012. Comisión para Recibir e Instruir Peticiones al amparo del numeral 
segundo de la Sentencia de la Corte interamericana de Derechos Humanos, de 13 de octubre de 2011. 
Se autoriza al Poder Ejecutivo a su creación. Mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 
(Distribuido N* 1431/2012) 


Carpeta N* 899/2012. Fiscalía de Corte y Procuradoría General de la Nación del Ministerio de 
Educación y Cultura. Se exceptúa de la aplicación de los artículos 49 y 50 de la Ley N* 18.719, de 27 
de diciembre de 2010, a la totalidad de los cargos de Magistrados, Secretarios Letrados y Asesores lll. 
Mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. (Distribuido N* 1447/2012). 


Nota de las señoras Belela Herrera y Beatriz Benzano, en nombre del grupo Mujeres de Paz 
Uruguay y del grupo de ex presas políticas que denunciaron violencia sexual (sufrida en el marco del 
terrorismo de Estado), de fecha 12 de junio de 2012, por la que solicitan audiencia a los efectos de 
exponer especialmente sobre la protección de las víctimas. 


Nota del señor Presidente de la Comisión Redactora de la Reforma del Código Penal, Dr. 
Milton Cairoli, de fecha 14 de junio de 2012, en respuesta a la Nota N* 20/12, de fecha 7 de junio de 
2012, por la cual comunica su opinión sobre el proyecto de ley relacionado con el tráfico ilícito de 
armas (Carpeta — N* 845/2012 - Distribuido N* 1343/2012). 


Nota del señor Julio Lestido, en representación de la Asociación Uruguaya de Coleccionistas 
de Armas y Municiones, de la Cámara de Importadores de Armas y Municiones del Uruguay, de la 
Federación Uruguaya de Tiro Práctico y del Club Uruguayo de Tiro, de fecha 14 de junio de 2012, por 
la que solicita audiencia a los efectos de exponer su opinión sobre el proyecto de ley relacionado con el 
tráfico ilícito de armas (Carpeta N* 845/2012 - Distribuido N* 1343/2012). 


Nota de la Asociación de Magistrados del Uruguay, de fecha 15 de junio de 2012, en 
respuesta a la Nota N* 9/12, de fecha 7 de junio de 2012, por la que comunica que remitirán un informe 
realizado por la Sub Comisión de Jueces Penales, relacionado con el proyecto de ley que reforma el 
Código del Proceso Penal (Carpeta N* 418/2012 - Distribuido N* 558/2010). 


Nota del Colegio de abogados del Uruguay, de fecha 18 de junio de 2012, en respuesta a la 
Nota N* 11/12, de fecha 7 de junio de 2012, por la que solicita audiencia para informar su opinión 
respecto al proyecto de ley que reforma el Código del Proceso Penal (Carpeta N* 418/2012 - 
Distribuido N* 558/2010). 


Nota de la señora Mónica Ayala, de fecha 18 de junio, por la que solicita audiencia para 
exponer sobre su situación respecto a la aplicación de la Ley  N” 18.860, de fecha 23/12/2011, 
relacionada con la patente de rodados (Carpeta N* 708/2011 - Distribuido N* 1110/2011). 


-Si los señores Senadores están de acuerdo, incluimos los proyectos ingresados en el Orden 
del Día. 


A su vez, debemos considerar lo más pronto posible la iniciativa vinculada a los fiscales; en 
todo caso, habría que citar al Fiscal de Corte para el próximo martes y, en función de ello, ver si ese 
mismo día podemos resolver el tema. 


SEÑOR GALLINAL.- Si se considera necesario convocar al Fiscal de Corte, claro está que así 
procederemos, pero quiero señalar que en los últimos días hemos recibido diversos planteos 
vinculados al proyecto porque hay urgencia en resolver varios problemas. 


Por mi parte, quisiera explicar sucintamente que a través de la iniciativa se pretende sacar de 
la ventanilla única a estos cargos profesionales de la Fiscalía de Corte, incluyéndolos dentro de la lista 
de excepciones que existía en la propia Ley de Presupuesto. 


El Mensaje lleva la firma de todos los Ministros; por tanto, el Poder Ejecutivo se avino a 
enviar un proyecto de esta naturaleza aun siendo muy difícil conseguir una excepción en estos casos, 
porque me ¡imagino que la OPP debe ser muy reticente ante excepciones de estas 
características. Dado que en este caso se ha planteado que existe urgencia, en principio no veo 
dificultades en aprobar la iniciativa en Comisión y procurar incluirlo en la sesión del día de mañana, 
aunque, por supuesto, estoy a lo que resuelvan los integrantes de la Comisión porque no soy el urgido 
ni formo parte del Poder Ejecutivo. La propia exposición de motivos habla de la inminente aprobación 
del Código del Proceso Penal; no lo dice quien habla sino, insisto, el Poder Ejecutivo. En fin, me parece 
que si hacemos una convocatoria para el día martes, podemos estar yéndonos un poco lejos, aunque 
de más está decir que en lo que refiere a este aspecto estoy dispuesto a acompañar al señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, tengo claro el tema, pero no lo hemos conversado. De todos 
modos, aunque no citemos al Fiscal de Corte, nada cambiará si no se aprueba mañana, sino el 
próximo miércoles. Incluimos el tema como primer punto del Orden del Día de la sesión de la Comisión 
del próximo martes, y el miércoles lo consideramos en el Plenario. 


SEÑOR PASQUET.- No tengo inconveniente en acompañar la propuesta del señor Senador Gallinal, 
pero si el señor Presidente prefiere darle ese tratamiento, tampoco me opongo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa es partidaria de: incluir todos los proyectos de ley en el Orden del 
Día, no convocar al Fiscal de Corte y considerar ya el próximo martes la iniciativa relacionada con la 
excepción de las fiscalías. Las audiencias vinculadas a la discusión del Código Penal las incluiremos 
en función de las instancias que tengamos; y con respecto a las otras tres audiencias solicitadas, sería 
bueno poder darles curso en un solo día, pero no el próximo martes, sino el siguiente. En su defecto, 
podríamos citar al señor Lestido para la próxima sesión de la Comisión y ese mismo día traer una 
propuesta, de Secretaría y del Presidente, sobre las diferentes audiencias a atender relativas al 
proceso penal. 


Si estamos de acuerdo, así se hará. 


(Apoyados.) 


(Ingresa a Sala el doctor Dardo Preza, Presidente de la Comisión Redactora de la Reforma 
del Código del Proceso Penal.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación recibe con sumo agrado al doctor Dardo Preza, 
Presidente de la Comisión Redactora de la Reforma del Código del Proceso Penal. 


Nos abocaremos al estudio del Código artículo por artículo, aunque obviamente no vamos a 
terminar hoy. Lo más probable es que en otra instancia algún señor Senador o señora Senadora 
quieran volver sobre tal o cual artículo; a su vez, iremos intercalando audiencias de gente vinculada a 
este tema, por lo que seguramente debamos convocar al doctor Preza en más de una oportunidad. 


De cualquier manera, la idea es empezar a avanzar en el articulado, al que supongo habrá 
que realizar leves o, en algunos casos, importantes modificaciones. 


SEÑOR PREZA.- Señor Presidente, señores Senadores: agradezco la invitación cursada y, como 
siempre, estoy a vuestras órdenes para aclarar cualquier inquietud que les motive el articulado. 
Celebro que en esta sesión esté presente el Senador Ope Pasquet, ex-compañero de la Comisión 
Redactora de la Reforma del Código del Proceso Penal, porque me da tranquilidad para plantear, con 
el ánimo de colaborar, una inquietud que tengo desde hace un tiempo. Al haber sido el Senador 
Pasquet uno de los miembros de la Comisión, me veo obligado a dejarla planteada para que la 
iniciativa, si finalmente se aprueba, tenga la mayor efectividad posible. 


Señores Senadores: la inquietud radica en lo siguiente. En el seno de la Comisión, las 
soluciones se aprobaron en función de acuerdos, con el propósito de que nada entorpeciera lo que en 
definitiva buscábamos: que hubiera una reforma. Personalmente estoy cada vez más convencido de 
que es necesaria y que debemos salir de un sistema inquisitivo, que a esta altura es verdaderamente 
arcaico y provoca críticas a todo nivel en el ámbito internacional. Quizás por esa razón fue que no 
quise crear una situación de fricción en la Comisión, pero luego, transcurrido el tiempo -que siempre 
ayuda a rever una serie de situaciones- no puedo dejar de plantear que, desde mi punto de vista, un 
sistema acusatorio como el proyectado impone la consagración de Jueces de garantía y Jueces de 
sentencia, y no lo que finalmente la Comisión acordó. Sería deshonesto conmigo mismo si no planteara 
esta inquietud. Como fui Juez de Primera Instancia durante muchos años, me temo que la solución 
proyectada, que tuvo el ánimo de evitar mayores erogaciones al Estado, parte de la realidad 
institucional que se tiene actualmente, con un número de Jueces en Montevideo en la materia penal, 
que creo se ubica en 24. A esta altura no recuerdo quién lo propuso, pero quizás el Senador Pasquet 
me pueda ayudar a ilustrarlos sobre los orígenes de esa solución que no termina de conformarme. 
Como dije, el planteo que finalmente se acordó se hizo con el ánimo de no crear mayores erogaciones 
al Estado. 


Paso a plantear en forma concreta mi inquietud y me gustaría solicitar al señor Senador Ope 
Pasquet, como ex-miembro de la Comisión, que manifieste con total llaneza si la comparte o no. En 
esta reforma está previsto que un Juez penal que conozca en audiencia, frente a una denuncia pueda 
adoptar eventualmente alguna medida limitativa de la libertad del indagado en la etapa que hoy se 
conoce como de presumario y que en el sistema acusatorio propuesto sería el informativo preliminar. 
Ese magistrado, en la medida en que se vea obligado, por las características del caso, a imponer esa 
medida limitativa de la libertad del indagado o sospechado, automáticamente quedará impedido de 
seguir actuando -así es como está previsto en el proyecto de ley- y luego vendrá otro Juez de la 
materia penal, de la misma jerarquía, que conocerá a partir de allí. En otra intervención en esta misma 
Comisión -creo que fue la penúltima de las sesiones en las que me tocó participar; recuerdo que 
estaban presentes los señores Senadores Gallinal y Moreira, aunque no sé si estaban todos los que 
están hoy- traté de explicar que hay una serie de facultades que la iniciativa le asigna a ese Juez para 
aquellos casos en los que realmente se impone, por ejemplo, en la indagatoria en una violación o en la 
indagatoria de una rapiña con agravantes especiales -como generalmente ocurre- en los que parecería 
absolutamente inconcebible mantener el principio de no imponer prisión preventiva, que en este 
sistema es la regla. En esos casos -la iniciativa lo prevé y lo expuse en el seno de la Comisión- es 
absolutamente justificada la imposición de esa medida limitativa, concretamente de una prisión 
preventiva, como en los ejemplos que he dado. Y aquí viene mi aprensión. Puede ocurrir, quizá, que 
ese Juez actuante se enamore del caso, que le interese tanto por sus características, que no imponga 
prisión preventiva cuando deba hacerlo. Otra situación es la de que aquel magistrado que impone la 
prisión preventiva pero sabe que de esa manera se está sacando el caso de encima. No olvidemos que 
los Jueces somos humanos y hay un aspecto de falibilidad que debe ser contemplado. 


Es en función de esa inquietud que le planteo a los señores Senadores que, tal vez, en una 
reforma tan trascendente -por lo demás, en general, estamos de acuerdo- si se mantiene el régimen 
tal como ha sido proyectado se podría poner en peligro la funcionalidad del sistema. Me parece mucho 
más segura la consagración de Jueces de garantía y Jueces de sentencia, pues aquel Juez que actúe 
como Juez de garantía intervendría hasta lo que la iniciativa llama la formalización del procesamiento - 
aclaro que no se habla de procesamiento, sino de formalización de la causa- y luego habría un Juez 
que intervendría de allí en adelante hasta la etapa de sentencia. 


No sé si he sido lo suficientemente explícito para plantear esta inquietud sobre la que he 
pensado durante muchos días. Considero que sería una deshonestidad de mi parte no decirla y quedo 
a disposición de los señores Senadores para cualquier consulta. Es algo que en verdad me importa, 
fundamentalmente en relación a la funcionalidad del sistema. 


Quiero terminar argumentando de esta manera: si el poder político entiende que la reforma 
es necesaria, no sería posible que por una mayor erogación -que en números no sería tanta- se evitara 
ese sistema de Juez de garantía y Juez de sentencia y se consagrara este régimen, que fue planteado 
con la idea de no crear mayores erogaciones al Estado, pero que contiene las falencias que me he 
permitido señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Logró sorprendernos, doctor, porque lo que usted está planteando es otro 
proyecto o, por lo menos, una modificación sustancial. 


SEÑOR PREZA.- Considero que no. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero no es el proyecto que elevó la Comisión. 


SEÑOR PREZA.- Presidí la Comisión, pero ahora en mi condición de ex-magistrado y de 
profesor de Derecho Penal y de Derecho Procesal me parece que tengo que plantear esta inquietud. 
No está en mi ánimo, para nada, promover una reforma diferente, sino que creo que la iniciativa 
presenta una serie de indudables ventajas -como, por ejemplo, la consagración de un proceso por 
audiencia y de Jueces diferentes- y el establecimiento de Jueces de garantía y de Jueces de sentencia 
no alteraría, en mi modesta opinión, el resto del proyecto. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: respecto al planteamiento realizado, creo que el doctor Preza, 
por supuesto, está en todo su derecho a hacer una exposición de esta naturaleza. Nos ha contado toda 
la historia del tema y ha manifestado su posición; en ese sentido, su actitud no me merece objeciones. 
Bienvenidas sean todas las opiniones en la materia; en todo caso, la Comisión las estudiará y luego 
emitirá un pronunciamiento aconsejando al Cuerpo lo que crea conveniente. 


Quiero hacerle una pregunta al doctor Preza. Concretamente, quiero saber si la Comisión 
que estudió la reforma del Código del Proceso Penal no acompañó su propuesta por esas razones de 
carácter económico y presupuestal a las que ha hecho referencia, o por alguna razón de Derecho. 


SEÑOR PREZA.- No hubo ninguna razón de Derecho; no fue una cuestión de Derecho y esto tampoco 
fue un factor de discusión en el seno de la Comisión. No recuerdo quién fue el integrante de la 
Comisión que aportó esa idea. Los señores Senadores saben cuánto nos costó ponernos de acuerdo 
en determinados puntos. Estuvimos tres años deliberando. En su momento me pareció viable, pero 
ahora, honestamente, me veo obligado a dejar planteada mi inquietud, quizás por mi experiencia como 
Juez y por las razones que ya he explicado. 


Por supuesto, si los señores Senadores entienden que la estructura proyectada es 
absolutamente viable, podrán seguir adelante, pero no podía dejar de plantear esta inquietud. 


De la misma manera, quiero decir que no me conforma lo que se propuso en relación a los 
medios impugnativos, con una referencia somera al Código del Proceso. Considero que la materia 
penal tiene sus particularidades, lo que determina que los Jueces penales no estarían en condiciones 


de aplicar a cabalidad y en la forma que corresponde todo lo referente a medidas en el plano de los 
medios impugnativos, tales como la apelación diferida o de otro tipo, instrumentos que sí aplican los 
Jueces en materia civil. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que la jornada de hoy puede ser muy importante en la medida en que, a 
partir de ella, empecemos efectivamente el estudio del articulado de este proyecto de ley de reforma 
del Código del Proceso Penal. Existen grandes expectativas puestas en esto. Pocos minutos antes de 
que ingresara el doctor Preza revisábamos el mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo, en el que se hace referencia a la inminente aprobación del Código del Proceso Penal, y 
constatamos que allí se incluyen las manifestaciones de diferentes actores de la vida nacional -que la 
prensa refleja- que aluden, precisamente, a este nuevo Código, a las esperanzas que hay puestas en 
él, etcétera. 


Pienso que hoy estaríamos en condiciones de dar una buena noticia a la ciudadanía, al país 
en general, si dijésemos que comenzamos el estudio de este proyecto de ley que, como bien decía el 
doctor Preza, fue elaborado y analizado durante tres años. 


Por supuesto que durante ese proceso en el seno de la Comisión hubo diferencias que se 
fueron discutiendo y superando hasta llegar a la concreción de este proyecto de ley que todos 
acompañamos. Creo que el doctor Preza tiene todo el derecho del mundo a plantear aquí sus 
opiniones acerca de lo que considera mejor, y en buena hora lo hace. Pero creo que antes de llegar al 
punto donde discrepamos -cosa que puede ocurrir- tal como nos lo habíamos propuesto al trazar el 
programa de la sesión de trabajo de hoy, podríamos comenzar a avanzar en lo que no merece reparos. 
Me refiero a las primeras disposiciones del Libro | del Título |, que son “Los Principios Básicos y 
Régimen de la Norma Procesal Penal”. Mientras tanto, tomamos nota de lo que acaba de señalar el 
doctor Preza para considerarlo oportunamente, luego de haber estudiado el punto, habernos 
asesorado y de recabar la opinión de otras personas para cuando llegue el momento de tratarlo. 


Entonces, considero que lo más útil sería comenzar ahora con el estudio del articulado, sin 
perjuicio, insisto, de tomar debida nota -como ya lo hemos hecho y como ya lo ha realizado el Cuerpo 
de Taquígrafos del Senado- de los comentarios del doctor Preza para tenerlos en cuenta -¡vaya si 
hemos de tenerlos en cuenta!- cuando llegue la oportunidad de entrar a esos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Existe una propuesta del señor Senador Pasquet para comenzar a analizar el 
articulado, si así lo entiende el doctor Preza, y dejar esos aspectos de opiniones, discrepancias o 
nuevos textos para cuando corresponda analizarlos. Si los señores Senadores están de acuerdo, 
actuaremos de ese modo. 


Doctor Preza: si usted tiene la amabilidad, empezaríamos con los Principios Básicos. No sé 
si quiere que le demos lectura o prefiere ir haciendo las observaciones de los artículos que crea 
conveniente. Lo dejamos a su libre albedrío. 


SEÑOR PREZA.- Señor Presidente, señores Senadores: aspiro a que haya quedado suficientemente 
esclarecido. Creo que el señor Senador Pasquet interpretó muy bien que no está en mi ánimo, para 
nada, entorpecer la marcha de esta consideración particular. Mi mayor deseo es que esto camine y que 
lo haga rápidamente. Simplemente, fue una inquietud que planteé, por lo que estoy totalmente de 
acuerdo con el sistema de trabajo que se ha impuesto la Comisión. 


Empezaríamos, entonces, a partir del articulado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es la idea y así lo ha propuesto el señor Senador Pasquet. 
SEÑOR PREZA.- En cuanto a los Principios Básicos, estamos totalmente de acuerdo con la iniciativa. 


El artículo 1* refiere al “Debido proceso legal”. Recientemente he realizado un trabajo sobre 
este aspecto, y hago entrega de él a los señores Senadores. Este artículo establece: “Artículo 1*- 


(Debido proceso legal).- No se aplicarán penas ni medidas de seguridad sino en cumplimento de una 
sentencia ejecutoriada, emanada de tribunal competente en virtud de un proceso tramitado 
legalmente”. Creo que este artículo no merece ningún tipo de objeciones, salvo alguna aclaración que, 
si es necesario, realizaré encantado. 


El artículo 2%, denominado “Juez natural”, dice: “Los tribunales serán imparciales e 
independientes” -aquí se está consagrando un principio tradicional de nuestro sistema liberal, 
democrático y social- “y estarán instituidos por la ley, de acuerdo con la Constitución de la República. 
Sus titulares serán designados conforme a normas generales y objetivas, ajenas al caso concreto.” 
Esto es una tradición de nuestro sistema, que no concibe la existencia de Jueces comisionados. 


Si no es necesaria alguna aclaración, continúo con el artículo 3%, sobre reconocimiento de la 
dignidad humana, que dice: “Toda persona, cualquiera sea su posición en el proceso y en particular 
aquella a quien se atribuya un delito, debe ser tratada con el respeto debido a la dignidad del ser 
humano”. Esto lo consagra la Constitución de la República; es el principio de inocencia, el principio de 
un estado de inocencia. Precisamente, el artículo 4% habla del tratamiento de la persona como 
inocente, y dice: “Ninguna persona a quien se atribuya un delito debe ser tratada como culpable, 
mientras no se establezca su responsabilidad por sentencia ejecutoriada”. 


Me temo que en muchos medios de comunicación -ahora que está en boga el tema de los 
medios- esto, que está consagrado en normas en la Constitución de la República y en leyes vigentes, 
no se cumple a cabalidad, como debería ser. Vemos a muchas personas ser conducidos por la Policía 
y ya viene la lápida de la sentencia condenatoria. 


El artículo 5% establece: “(Prohibición del “bis in ídem').- Ninguna persona puede ser 
investigada más de una vez por un mismo hecho por el cual haya sido sometida a proceso en el país o 
fuera de él, aunque se modifique la calificación jurídica o se afirmen nuevas circunstancias, toda vez 
que haya recaído sentencia ejecutoriada”. Esta es otra gran conquista a favor del ciudadano; no se lo 
puede juzgar dos veces por el mismo hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien comparto el principio de que no se puede juzgar dos veces por el 
mismo delito, me parece que la redacción tal como está no es clara. Allí se expresa: “Ninguna persona 
puede ser investigada más de una vez por un mismo hecho por el cual haya sido sometida a proceso 
en el país o fuera de él”, y creo que podría entenderse en forma rebuscada que una vez que tuvo el 
debido proceso, fue culpable, no podrían hacerse dos investigaciones a partir de ella, pero sí la 
primera. No sé si me entienden. Mi apreciación no implica que nos pongamos a redactar otro texto, 
pero entiendo que no está claro. Se establece: “Ninguna persona puede ser investigada más de una 
vez” -o sea que una vez sí puede serlo- “por un mismo hecho por el cual haya sido sometida a proceso 
en el país o fuera de él, aunque se modifique la calificación jurídica o se afirmen nuevas circunstancias, 
toda vez que haya recaído sentencia ejecutoriada”. En una lectura rápida alguien podría decir que si ya 
recayó la sentencia, se lo podría investigar solo una vez más. 


SEÑOR PREZA.- En este caso se alude a otro principio tradicional, que es la inmutabilidad de la cosa 
juzgada. Toda vez que hay cosa juzgada en sentido formal es absolutamente inconcebible que se lo 
vuelva a juzgar por los mismos hechos. Esto es lo que consagra este artículo 5% referido a la 
prohibición del non bis in ídem. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto está claro -y lo compartimos- pero no la redacción. Hago esta precisión 
para que en algún momento pueda considerársela. 


SEÑOR PREZA.- Los señores Legisladores tienen todo el derecho de establecer las modificaciones 
que entiendan del caso. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido disculpas a los señores Senadores porque me voy a referir a un artículo que 
ya consideramos, pero quiero hacer referencia al artículo 4%, “Tratamiento como inocente”. Si bien es 
verdad lo que señala el doctor Preza en cuanto a la difusión en la prensa, lamentablemente la 
presunción de inocencia cae a partir de la primera decisión del Poder Judicial, del auto de 


procesamiento, y mucho más si es con prisión. Sin embargo, en esos casos no existe una sentencia 
ejecutoriada. Entiendo la explicación en cuanto a que hay que mantener el principio, pero me parece 
que es un tema que no tiene solución. Nadie va a convencer al ciudadano de que esto es así después 
de que una persona fue procesada, aun cuando la sentencia ejecutoriada lo termine declarando 
inocente; ese es un problema. 


SEÑOR PREZA.- Quiero destacar que el principio de presunción de inocencia  -algún sector de la 
doctrina ha hablado de un verdadero estado de inocencia- tiene una expresa consagración en la 
Constitución de la República y en el Pacto de San José de Costa Rica -en este momento no puedo 
mencionar el artículo- que, como saben, es ley en nuestro ordenamiento jurídico a partir de la Ley de 
Amnistía y Pacificación Nacional que tenemos vigente desde la reapertura democrática en el año 1985. 


El inciso final del artículo 5% expresa: “Se exceptúan los casos en que el proceso haya 
concluido por falta de presupuestos procesales o defectos de procedimiento”. Esto aparece 
simplemente como una aclaración en cierta manera redundante, pero está allí y creo que no habría 
motivo para realizar modificaciones. 


El artículo 6%, que refiere al principio de oficialidad, dice: “El ejercicio de la acción penal es 
público y corresponde su promoción al Ministerio Público, salvo las excepciones establecidas por la 
ley”. Como saben los señores Senadores, este principio de oficialidad rige aun con el sistema que 
tenemos, que es mixto, con una primera parte inquisitiva y una parte final en cierta manera acusatoria. 
Es decir que este principio no es ninguna novedad. 


En lo que refiere a la defensa técnica, el artículo 7”, en su primer párrafo, establece: “La 
Defensa técnica constituye una garantía del debido proceso y por ende, un derecho inviolable de la 
persona”. Cuando comenzó a regir el actual Código del Proceso Penal, el artículo 126, que regula la 
audiencia de ratificación, no había sido felizmente redactado. No olvidemos que este Código proviene 
de una iniciativa del Ministerio de Justicia. Digo que no era feliz porque refería a “si el indagado lo 
solicitase”, es decir, ambientaba la posibilidad de que hubiere un interrogatorio y un posterior 
procesamiento sin que el indagado hubiere declarado en presencia de defensor. Sin embargo, el 
Tribunal de Apelaciones de Primer Turno, con una dignísima integración de los doctores Tomasino, 
Balbela y Pascual, dictó reiteradas sentencias haciendo hincapié en que toda actuación en esa etapa 
que se realizara sin la presencia del defensor configuraba una situación absolutamente nula porque era 
una forma de afectación de las garantías del debido proceso. Se habla de que, en caso de duda 
respecto a la designación del defensor, se deberá recurrir a las normas generales. El artículo 7? 
continúa diciendo: “El imputado tiene derecho a ser asistido por Defensor Letrado desde el inicio de la 
indagatoria preliminar”. Esto es lo que consagra este artículo 7% sobre la defensa técnica y, en realidad, 
no es ninguna novedad, pues es lo que ocurre en el sistema actual. 


El artículo 8*, referente a finalidad y medios, expresa: “El proceso tiene como finalidad el 
juzgamiento del caso concreto, con todas las garantías del debido proceso, conforme lo dispuesto en la 
Constitución de la República, los Tratados Internacionales y las disposiciones de este Código”. Creo 
que este artículo es muy claro, por lo que no tengo ninguna consideración para hacer al respecto. 


Por su parte, el artículo 9%, sobre publicidad y contradicción, en su primer párrafo dice: “El 
proceso penal será público y contradictorio en todas sus etapas, con las limitaciones que se establecen 
en este Código.” Esta es otra innovación trascendente, pues actualmente no contamos con este 
principio de proceso penal público y contradictorio en todas sus etapas. Sabemos que el presumario 
tiene un aspecto de reservado que fue mitigado, en gran medida, por la Ley N* 17.773, que tiene la 
originalidad de tener un solo artículo, pero que en su inciso final dice que el Juez velará por que ello se 
cumpla en todas las etapas en un plano de igualdad a la situación de las partes. Esto puso fin a una 
discusión en cuanto a si en el presumario regía ese principio de igualdad. El segundo párrafo del 
artículo expresa: “Rige en este proceso el principio acusatorio”, es decir, lo consagra de modo 
terminante. “En aplicación de dicho principio, no se podrán iniciar actividades procesales, imponer 
prisión preventiva o medidas limitativas de la libertad ambulatoria, condenar o imponer medidas de 
seguridad, si no media petición del Ministerio Público”. Esto no puede ser malinterpretado. En otra 
exposición anterior comenté cuáles eran las disposiciones de la reforma que facultaban al Juez, en 
situaciones excepcionales, a aplicar medidas limitativas de la libertad, en este caso del imputado. 


Aquí se quiere destacar -esto es muy importante- que toda iniciativa debe partir del Ministerio 
Público, del fiscal, que será el gran protagonista en lo que refiere a la actividad instructoria. Eso es lo 
que consagra el artículo 9*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber cuál es la opinión del doctor Preza en cuanto a que haya 
Jueces de instrucción y aquellos que después den la garantía. Hago el planteo porque mencionó que 
habría Jueces que de alguna manera podrían limitar la libertad, como forma de sacarse el caso de 
encima, y otros que no harían lo propio con personas que podrían ser peligrosas o potencialmente 
peligrosas, para mantener el caso. Ahora bien, según el doctor Preza, en ese escenario, en esas 
circunstancias ¿la llave la tendría el Ministerio Público? Quisiera que me sacara esa duda. 


SEÑOR PREZA.- Agradezco la pregunta porque es muy bueno aclarar ese punto. 


En ningún caso, con esta sistemática, el Juez puede imponer de oficio esas medidas 
limitativas de la libertad, sino que las tiene que pedir el fiscal, como titular de la acción penal. 


El artículo 10, “Duración razonable”, expresa lo siguiente: “Toda persona tiene derecho a ser 
juzgada en un plazo razonable, según se dispone en este Código. En su mérito, el tribunal adoptará las 
medidas necesarias para lograr la más pronta y eficiente administración de la Justicia, así como la 
mayor economía en la realización del proceso.” Es tan solo un principio que luego se viabilizará en la 
dinámica del proceso y en la serie de disposiciones que allí se establecen. 


El artículo 11, “Gratuidad”, establece: “El proceso penal será gratuito en cuanto al servicio 
social que se le presta al Estado.” Así ha sido hasta ahora y lo seguirá siendo. 


SEÑOR PASQUET.- La verdad es que luego de releer el artículo 11, no logro recordar qué quisimos 
establecer en la Comisión con esta redacción: “será gratuito en cuanto al servicio social que se le 
presta al Estado”. No me parece claro ese giro. No quiero poner al doctor Preza en el compromiso de 
acordarse de lo que yo no recuerdo, pero francamente no acierto a explicarme por qué lo redactamos 
así. Creo que de haber establecido “el proceso penal será gratuito”, hubiéramos ahorrado 
perplejidades. 


SEÑOR PREZA.- Dando respuesta a lo planteado por el señor Senador Pasquet, debo decir que 
coincido con su inquietud. Además, aquellos que estamos en el Derecho sabemos que debemos leer 
muchas veces los textos y que aparecen interpretaciones diferentes. Por eso, insisto, coincido con el 
señor Senador Pasquet en cuanto a que en realidad no fue feliz la expresión y bastaría con decir “El 
proceso penal será gratuito”. Por otra parte, hoy en día no existe un proceso penal, al punto que las 
condenas accesorias en materia penal no existen. En un momento se establecía ese tipo de condenas, 
pero nunca se ejecutaron. Podría haber sido una vía útil para que el Estado obtuviera recursos, pero 
nunca se aplicó. 


Por lo tanto, estoy totalmente de acuerdo en que simplemente se diga que “El proceso penal 
será gratuito.” Me parece que las otras palabras están de más. 


Voy a leer ahora el artículo 12, “Otros principios aplicables”, que dice: “Se aplicará al proceso 
penal, en lo pertinente, los principios de inmediación”, etcétera. Quiero detenerme en este punto 
porque es la consagración básica del nuevo sistema. Actualmente este principio de inmediación no se 
realiza con efectividad. Todos los señores Legisladores saben cómo funciona un proceso penal hasta el 
presente, donde en un caso de veinte memorandos en un turno, un Juez no puede conocer ni 
interrogar directamente a los testigos y a los sospechados, sino que tiene que recurrir a la honorable y 
esforzada intervención de receptores penales, que en algunos casos son vocacionales, pero que no 
son técnicos. 


En consecuencia, este principio de inmediación es fundamental porque posibilita que el Juez 
tenga que verle la cara siempre al justiciable. Debo decirles que en mi experiencia como Juez de 
Primera Instancia, me era imposible aplicar a cabalidad dicho principio. Entonces, en algunos casos, en 
mi último tramo de actuación como tal, me había impuesto, aun cuando tuviere el caso bien claro, verle 


la cara al justiciable antes de precipitar un procesamiento, aunque fuera por escasos minutos. Reitero, 
entonces, que esto es fundamental; con este sistema proyectado de proceso por audiencia, el Juez no 
va a poder faltar a ninguna audiencia; si falta, se genera una nulidad absoluta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué significa “nulidad absoluta”? 
SEÑOR PREZA.- Significa que lo actuado hasta ese momento es absolutamente nulo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero ¿la persona queda libre? 


Supongamos que a una persona se la encuentra in fraganti en un delito. En ese caso, ¿el 
Juez lo tiene que interrogar? 


SEÑOR PREZA.- Efectivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si el Juez no se presenta, ¿se espera a que se presente o se 
cambia de jurisdicción o de turno? ¿O, a pesar de que los fiscales tengan las pruebas correspondientes 
-por ejemplo, filmaciones en el comercio- la persona podría quedar libre? 


SEÑOR PREZA.- Debemos tener presente, señor Presidente, que hay una etapa de informativo 
preliminar que va a estar a cargo del fiscal exclusivamente. En esa etapa, el fiscal va a reunir todos los 
elementos incriminatorios, eventualmente va a hacer su aporte la propia víctima y cuando el fiscal 
entienda que están dadas las condiciones para convocar a audiencia, va a realizar la solicitud al Juez. 
En ese momento el Juez debe estar presente. Si, habiendo accedido el Juez a la convocatoria a 
audiencia, no está presente, eso genera una nulidad absoluta de lo actuado hasta ese momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sigo sin entender qué significa. ¿Qué ocurre con todas las pruebas que el 
fiscal consiguió? 


SEÑOR PREZA.- No quedan anuladas. Quedan anuladas si son llevadas a la audiencia y no está el 
Juez. Es decir que el principio es que el Juez debe estar. 


Voy a dar un ejemplo real. Lo que configuró un verdadero anticipo del proceso por audiencia 
en nuestro país fue la ley de prensa. Ya el Decreto-Ley N* 15.672 y luego la Ley N* 16.099 prevén este 
principio de inmediación. Si en ese marco de indagatoria de un delito contra el honor el Juez no está 
presente en la audiencia, lo actuado es absolutamente nulo. 


SEÑOR PASQUET.- Si interpreto bien lo que plantea el señor Presidente, creo que la respuesta es la 
siguiente. 


La nulidad se produce si el acto procesal se realiza sin la presencia del Juez, en la hipótesis 
que estaba manejando el doctor Preza. Si el testigo declara igualmente, se le toma declaración y se 
sigue adelante. Supongamos que el Juez en ese momento no estaba, le pidió a un funcionario 
experimentado del Juzgado que tomara la declaración y el funcionario así lo hace. Si tiempo después, 
a la hora de pasar a otra etapa procesal, se advierte que el Juez no estaba, esa actuación es nula. 
Ahora bien, si en el momento en que se va a realizar la audiencia el Juez no puede estar por equis 
motivo, se suspende y se toma la medida que corresponda -esperar que venga el Juez, fijar otra fecha 
O la que fuera- pero no es nulo porque el Juez en ese momento no puede estar. El acto es nulo si se 
realiza sin la presencia del Juez. 


SEÑOR PREZA.- Agradezco al señor Senador que haya sido más explícito que yo. 


SEÑOR DA ROSA.- A la luz de su experiencia como Juez, quisiera saber lo siguiente. Usted hace 
hincapié en la importancia que tiene el principio de inmediación en cuanto a poder verle la cara al 
procesado. En virtud de esta nueva estructura que se prevé para el proceso, ¿cree que es más 


probable que el Juez pueda cumplir con este principio de inmediación, habida cuenta de que con la 
estructura y el régimen actuales eso parece bastante utópico y difícil de concretar? ¿Usted cree que se 
puede cumplir con el principio de inmediación con esta nueva estructura? 


SEÑOR PREZA.- Con mucho gusto voy a contestar la pregunta del señor Senador Da Rosa. 


Creo que es parte del corazón, de la esencia de este proceso, el cumplimiento de la 
inmediación y, si esta no se cumple, se desvirtúa absolutamente el espíritu de la reforma. O sea que 
frente a la inquietud del señor Senador, en mi modesta opinión debo decir que no es para nada 
concebible ni admisible el hecho de que el Juez no pueda verle la cara al indagado y al testigo, porque 
el resultado es la nulidad. 


SEÑOR MOREIRA.- Estaba recordando un tema que ha estado presente en la opinión pública 
últimamente y tiene que ver con la Justicia de Menores, ya que allí este principio tiene total vigencia 
dado que figura en el Código de la Niñez y la Adolescencia. A veces es difícil atar el contenido, el 
propósito y la finalidad de la norma con la realidad. Como decía el doctor Preza, en los turnos donde se 
acumulan una gran cantidad de causas, a veces ese principio de la inmediación existe virtualmente 
pero no se aplica en la realidad, es decir que no existe ese contacto. En la práctica, ¿cómo se puede 
ejecutar este principio? ¿Cuántas nuevas sedes y recursos humanos serán necesarios para que este 
principio -que en lo personal creo que es muy importante- se pueda aplicar? 


SEÑOR LORIER.- Como nuestro invitado en su argumentación ha puesto mucho énfasis sobre el 
principio de la inmediación -es decir, en verse las caras- desde el punto de vista de su experiencia 
como Juez quisiera que nos explicite cuál es la importancia de este tema. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera comentar que una situación como esta fue la que se dio cuando se 
sancionó el Código General del Proceso. Normalmente el Juez no estaba presente en las diligencias 
probatorias y quien interrogaba a los testigos era un funcionario del Juzgado. En consecuencia, esto 
fue lo que se quiso cambiar con el Código General del Proceso y fue lo que se logró, al punto tal que 
hoy no sucede que no estén presentes los Jueces en las audiencias, o sea, donde tienen que estar. 
Esa práctica de antaño hoy ya no existe. Por supuesto, para llegar al resultado que señalo no fue 
suficiente con modificar el texto del Código, sino que también hubo que hacer un gran esfuerzo 
presupuestal que supuso la provisión de los rubros correspondientes, designación de Jueces, etcétera, 
todo lo cual será parte de una etapa posterior de este proyecto que tendremos que encarar 
oportunamente. O sea que luego de que establezcamos el nuevo proceso penal habrá que buscar su 
presupuestación, lo cual es otro capítulo. De todos modos, este no es el momento para plantear los 
problemas logísticos que va a generar este proyecto de ley; ahora estamos discutiendo el principio con 
el que, hasta donde yo sé, estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR PREZA.- Quisiera transmitirles la experiencia vivida en este aspecto. 


Cuando fui Juez Penal de Primera Instancia, en un turno podía tener entre 20 y 25 
memorandos. Por tanto, era imposible verle la cara a todos los justiciables; el deseo es una cosa y la 
realidad es otra. 


Algunos Jueces pretendían estar en todos los boxes, que son esos lugares horribles de la 
calle Misiones, que ustedes conocen, donde se interroga al indagado por parte de un receptor en 
condiciones absolutamente insalubres  -el señor Senador Pasquet en ese tiempo era Defensor de 
Oficio, así que lo vivió y sufrió- pretendiendo dar la imagen de inmediación, que en los hechos no 
existía, era pour la galerie. En esas condiciones, era imposible realizar el principio de inmediación 
efectivamente. Al respecto, voy a contar una anécdota graciosa. Ocurrió que un fin de semana, un Juez 
de estatura similar a la mía llegó al Juzgado vistiendo un jean -en lo personal nunca se me ocurrió, 
porque soy respetuoso de la Institución y siempre visto de traje y corbata- hizo un par de preguntas y 
se fue. Acto seguido el indagado le preguntó al receptor: “Che, y el petiso ese, ¿quién es?”. 


En lo personal, aplicaba otro sistema; elegía los casos más complejos y los interrogaba 
directamente en mi despacho. En una oportunidad un indagado por homicidio se desplomó en mi sillón 


confesando, con lujo de detalles, el homicidio que había cometido. Si bien en el último tramo de mi 
actuación me había impuesto no decretar ningún procesamiento si previamente no realizaba la 
reconstrucción del hecho, ese día eran las diez de la noche y el actuario me sugirió postergar la 
reconstrucción ya que todo estaba muy claro y el indagado había confesado. Ya cansado, y dada la 
hora, accedí, y veinte días después, cuando fui a hacer la reconstrucción, el imputado me dijo que no 
podía declarar porque no era el autor del homicidio y que lo habían torturado obligándolo a confesar. 
Eso llevó a que dispusiera inmediatamente una pericia médica con la intervención del médico forense, 
que acreditó que el imputado había sido víctima de quemazones con cigarrillos en distintas partes del 
cuerpo. Concretamente, cuando este caso -que es inolvidable- llegó a la etapa de acusación y el fiscal 
de todas maneras acusó, dije que cuando “aletea” la tortura, no puedo dictar una sentencia 
absolutoria, lo cual fue motivo de apelación. De todos modos, el Tribunal de Apelaciones le dio la razón 
al fiscal y no al Juez actuante. 


En fin, con esto quiero destacar la importancia -yo diría- sagrada que tiene la posibilidad 
efectiva de realización del principio de inmediación. 


El principio de concentración está directamente vinculado con el principio de inmediación. 
Los principios de dirección e impulso procesal quedan a cargo del Juez, a pesar de que el fiscal tome 
la iniciativa en materia de búsqueda de la prueba incriminatoria en aquellos aspectos trascendentes del 
proceso, como puede ser pedirle al Juez que decrete una intervención telefónica o un allanamiento 
domiciliario. Todos esos actos trascendentes deben ser dispuestos por el Juez actuante, que puede ser 
el Juez de garantía o el del sistema propuesto. Ese tipo de iniciativas, que tienen que ver con los 
aspectos fundamentales que afectan a la persona humana, quedarán siempre bajo el celo judicial. 


En cuanto a la igualdad de las partes, que también consagra este artículo 12, quiero decir 
que, efectivamente, hasta la última modificación que introdujo la Ley N* 17.773 no se cumplía con ello 
en la etapa de presumario. Los abogados jóvenes, recién recibidos, me comentaban que cuando iban 
al CIC -Centro de Instrucción Criminal- se encontraban con que el abogado estaba de un lado de la 
ventana y, del otro, estaban el Juez y el fiscal actuando como una sola pieza. Eso no debería ser así 
porque dan la imagen de que actúan en forma corporativa cuando el fiscal es una parte en el proceso y 
el Juez nunca lo es, sino que es un sujeto del proceso que debe actuar con absoluta independencia 
respecto de los intereses controvertidos de las partes. 


El otro principio que figura en esta norma es el de la ordenación del proceso, que estará a 
cargo del Juez en aquello que sea pertinente. 


El artículo 13 expresa: “El proceso penal comprende” -lo que sigue a continuación es 
importante destacarlo- “el proceso de conocimiento y el proceso de ejecución, en su caso”. 


Como saben los señores Senadores, en el sistema actual tenemos un único Juez que 
interviene en el presumario, en el sumario, en la ampliación sumarial, en el plenario -que, como decía 
el doctor Gelsi, es el planteo del juicio criminal stricto sensu- y, también, en la etapa de ejecución de la 
pena una vez que la sentencia de condena queda firme, ejecutoriada. En lo que refiere a la suerte del 
ahora condenado en el ámbito carcelario, el Juez no puede intervenir, pero eso es algo teórico en el 
sistema actual porque en la realidad lo hace. Un Juez que actúa con eficacia en la instrucción, quizás 
no es de lo más eficiente al dictar la sentencia, o viceversa, y mucho menos de poder cumplir con 
inmediación la etapa de ejecución de la pena. Esto es lo que consagra este artículo 13 de la reforma, 
con el que termina el primer Capítulo. 


El Capítulo ll se denomina “Régimen de la Norma Procesal Penal”. Su artículo 14 dice: 
“(Interpretación e integración) 14.1- Para interpretar la norma procesal, el tribunal deberá tener en 
cuenta que el fin del proceso es el juzgamiento del caso concreto con todas las garantías del debido 
proceso.” Aquí radica la importancia que le asignamos al concepto de debido proceso. “En caso de 
duda, se deberá recurrir a las normas generales, fundamentalmente las que emanan de la 
Constitución, de los principios generales de derecho y los específicos del proceso penal, debiéndose 
preservar y hacer efectivas las garantías del debido proceso y la efectividad de la defensa técnica”. A 
todos esos principios aludo en ese trabajo que con mucho gusto puse a disposición de los señores 
Senadores. 


“Artículo 14.2- En caso de vacío legal, se deberá recurrir a los fundamentos de las leyes 
análogas, a los principios constitucionales y generales de derecho, a los principios específicos del 
proceso y a las doctrinas más recibidas, atendidas las circunstancias del caso. Está vedada la solución 
analógica perjudicial al interés del imputado y la interpretación extensiva.” Bienvenida toda 
interpretación, aun extensiva, que beneficia el interés del imputado. De ninguna manera es viable la 
interpretación extensiva o ín malam partem, que es lo que caracteriza a este principio, de que está 
vedada la solución analógica perjudicial al interés del imputado. Es el principio de prohibición de la 
analogía in malam partem. 


“Artículo 15- (Leyes penales en el tiempo y eficacia procesal).- 15.1- Cuando las leyes 
penales configuren nuevos delitos o establezcan una pena más severa, no se aplicarán a los hechos 
cometidos con anterioridad a su vigencia”. Es lo que tradicionalmente se conoce como el principio de 
irretroactividad de la ley penal. 


“Artículo 15.2- Cuando esas leyes supriman delitos existentes o disminuyan la pena, se 
aplicarán a los hechos anteriores a su vigencia. En el primer caso, determinarán la clausura del 
proceso o la extinción de la pena. En el segundo, solo la modificación de la pena, en cuanto no se 
hallare esta fijada por sentencia ejecutoriada”. 


Si no hay preguntas, continúo. 


“Artículo 15.3- Estas disposiciones se aplicarán a las leyes de prescripción.” Acá se plantea un 
problema con el principio de la retroactividad, creado por normas internacionales como la Convención 
de Roma, que viabiliza la perseguibilidad en materia de derechos humanos y destierra o pone en serio 
riesgo este tradicional principio de no retroactividad de la ley penal, pero supongo que no es algo que 
tengamos que analizar ahora. 


“Artículo 16- (Ley procesal penal en el tiempo).- Las normas procesales penales son de 
aplicación inmediata y alcanzan incluso a los procesos en trámite”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón doctor: este artículo 15, y sobre todo el 15.2, tuvo mucha notoriedad 
por hechos ocurridos el año pasado, porque a ciertos individuos se los procesó por varios delitos y uno 
de ellos se derogó, es decir que se suprimió el delito. Algunos entendían que quedaban eximidos de los 
otros delitos y otros decían que quedaban eximidos del delito específico, pero no de los que seguían 
vigentes. Quizá no ocurra nunca más, ¿pero en esto no sería bueno poner una aclaración para ese 
delito específico, ya sea rebaja de pena o supresión de delito? No sé si me explico. Si atrapan a un 
individuo, lo procesan por varios delitos y luego se le suprime o se baja la pena de uno de ellos, ahí se 
genera una situación de discusión. Es posible que no se dé nunca más en la vida, pero quizá sea 
bueno aclarar. Lo dejo como un indicador, y ya que vamos a cambiar, quizás podríamos clarificar aún 
más el texto. 


SEÑOR PREZA.- Lo que ocurre, señor Senador, es que no conozco el caso concreto y no puedo 
actuar como Juez frente a una situación que desconozco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fue muy pública, pero no es la idea traerla acá. Continúe. 
SEÑOR PREZA.- “Artículo 15.3- Estas disposiciones se aplicarán a las leyes de prescripción.” 


El artículo 16 refiere a la ley procesal penal en el tiempo, y en su primer párrafo establece lo 
siguiente: “Las normas procesales penales son de aplicación inmediata y alcanzan incluso a los 
procesos en trámite.” Esto también ocurrió cuando comenzó a regir el CGP; estamos hablando del 
principio de la aplicación inmediata de las nuevas normas procesales a juicios que están en trámite. 
Pero después la disposición agrega: “No obstante, no regirán para los recursos interpuestos” -esto es, 
en la medida en que determinen un perjuicio para el interés del encausado o imputado- “ni para los 
trámites, diligencias o plazos que hubieren empezado a correr o tenido principio de ejecución antes de 
su entrada en vigor, los cuales se regirán por la norma precedente.” 


Luego se dice: “Asimismo, el tribunal que esté conociendo en un asunto continuará en el 
mismo hasta su terminación, aunque la nueva norma modifique las reglas de competencia”. Esto se 
impuso a los magistrados en materia civil cuando comenzó a regir el Código General del Proceso; 
como consecuencia, aquellos Jueces que habían conocido en determinado juicio, aunque después 
fuesen trasladados, debían dar cumplimiento cabal a la competencia que venían dictando. 


Por último se establece: “Todo ello, salvo que la nueva ley suprima un recurso,” -es 
inconcebible que la nueva norma pueda ocasionar un perjuicio; la supresión de un recurso es una 
forma de perjudicar el interés del imputado- “elimine algún género de prueba o, en general perjudique 
al imputado, en cuyo caso dicho proceso se regirá en ese punto, por la ley anterior.”. Esto es coherente 
con el principio de la analogía in bonam partem y la prohibición de la analogía in malam partem. 


El artículo 17, “Aplicación de la ley procesal en el espacio”, establece lo siguiente: “Este 
Código regirá en todo el territorio nacional, sin perjuicio de lo dispuesto por las convenciones 
internacionales suscritas y ratificadas por el Estado.” 


Los señores Senadores han de tener presente que en la parte final de este texto proyectado 
se incluye una disposición que sugiere la posibilidad de una aplicación regional a modo experimental, 
tal como ocurrió en diversas partes de Argentina, lo que luego se extendió a su capital. 


SEÑOR MOREIRA.- Este es un tema opinable; hemos escuchado distintas posiciones al respecto. 
Quisiera saber qué opina el doctor Preza acerca de la existencia en el país, de dos regímenes 
diferentes al mismo tiempo. 


SEÑOR PREZA.- En principio, creo que esta posibilidad que se asigna a los Legisladores es 
absolutamente conveniente si se tiene presente la dificultad que puede significar la imposición de un 
régimen totalmente diferente en aspectos sustanciales, trascendentes. Es claro que será necesario 
hacer una campaña de concientización a todo nivel, que apunte tanto a la opinión pública como a los 
medios masivos de comunicación, que muchas veces seguirán manejándose con los principios 
tradicionales de los aspectos negativos del sistema actual. 


Cabe señalar que todo esto fue objeto de análisis, de discusión y de consenso en el seno de 
la Comisión. Parecería que una aplicación progresiva que eligiera determinados sectores de la 
población no significaría una discriminación hacia ella; por el contrario, apuntaría a una implementación 
racional de este mecanismo. Aquí se incluyen muchos aspectos que teóricamente son magníficos, pero 
luego habrá que ver cómo funcionan en la práctica. Entonces, quizás sea prudente que este nuevo 
régimen, que establece principios trascendentes, sea aplicado de modo similar a como se ha hecho en 
otras partes, por ejemplo, en Argentina. 


SEÑOR ROSADILLA.- La respuesta que el doctor Preza ha dado es muy interesante. Creo que el 
hecho de tener un monitoreo capaz de acompasar la aplicación de las nuevas normas y los cambios 
que la práctica determine, responde a las necesidades de un proceso de transformación. 


Sin embargo, muy modestamente realicé una pregunta a otra persona con la misma 
formación e historial que el doctor, y debo decir que tengo la impresión de que esto podría estar 
afectando un derecho particularmente especial, como es el de la igualdad de los ciudadanos ante la 
ley. Digo esto porque de pronto en alguna parte de la República una conducta podría ser examinada a 
la luz de normas más “benignas” o “favorables” -permítaseme la expresión- y en otro lugar bajo normas 
o procedimientos diferentes. No sé si compartimos la esencia de la pregunta, pero lo que nos genera 
temor y duda es la aplicación de la norma en forma progresiva o discriminada por zonas, tal como 
figura en el proyecto de ley propuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A lo mencionado por el señor Senador quisiera agregar un ejemplo concreto. 
Imaginemos una persona que comete un delito en Florida y luego se va a Paysandú, donde comete 
otro. Se trata de dos jurisdicciones distintas; en una de ellas comenzó a regir el nuevo Código del 
Proceso Penal, y en la otra aún rige el anterior. El individuo que imaginamos tenía, a su vez, un 
cómplice; resulta que uno es atrapado en una jurisdicción, y al otro lo detienen en otra. Los dos 


cometieron los delitos; a uno le aplican el Código del Proceso Penal anterior y queda procesado, pero 
en el caso del otro, el fiscal no reúne las pruebas suficientes y entonces lo suelta. Ahí se daría una 
clara situación en la que se podría estar erosionando el principio que mencionaba el señor Senador 
Rosadilla. 


Es cierto que soy partidario de ir incorporando este Código del Proceso Penal por etapas -ya 
que de otra forma sería imposible- pero si eso conlleva un tratamiento desigual de las personas ante la 
ley podrían presentarse recursos  -incluso de inconstitucionalidad- que complicarían muchísimo la 
situación en un tema tan sensible como es el de la seguridad ciudadana. 


SEÑOR PREZA.- Con mucho gusto voy a responder a las inquietudes planteadas. 


Los señores Senadores deben tener presente que aquí se están proyectando normas de 
procedimiento y no normas penales. No se trataría de juzgar los mismos hechos con consecuencias 
punitivas diferentes; la ley penal es igual con esta reforma o sin ella. Eso es lo que quiero aclarar ante 
todo. 


En lo que refiere a un tratamiento distinto, como en el caso planteado por el señor 
Presidente, donde hay un autor de un delito y un cómplice que son atrapados pero en jurisdicciones 
diferentes, debemos decir que esto ocurre con el actual sistema. A veces un cómplice es aprehendido 
con posterioridad y puesto a conocimiento del Juez que está de turno en cumplimiento de una norma 
constitucional; ese magistrado actúa y dispone lo que entiende pertinente, más allá de que luego se 
decline ante el Juez competente. O sea que para impedir esa falta de coordinación o de soluciones 
diametralmente opuestas, será necesario un sistema de comunicaciones entre los Jueces, ya sea que 
estén en el nuevo o en el viejo sistema. Creo que será preciso que haya un buen entendimiento de los 
magistrados para que traten de viabilizar la existencia de los dos sistemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siendo las dieciséis horas, agradecemos al doctor Preza su presencia y le 
solicitamos poder contar nuevamente con su presencia en una próxima instancia para continuar con el 
tratamiento del articulado. 


SEÑOR PREZA.- Agradezco a los señores Senadores la atención dispensada. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16.) 
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